El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 11 de mayo de 2018
Proceso:


Tutela  – Petición- Sin notificación – Revoca y Concede

Radicación Nro. :

66001-31-18-001-2017-00022-01
Accionante (s): 

Flor de María Grajales Moncada
Accionado (s):

Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV .
Vinculado (s):

Directora de Reparaciones de esa entidad.
Magistrada Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


PETICIÓN / INDEMNIZACIÓN / PRIORIZACIÓN / REVOCA / NO HAY EVIDENCIA DE NOTIFICACIÓN / CONCEDE -  Surge de las anteriores pruebas que aunque la entidad accionada emitió dos respuestas a la solicitud elevada por la actora, ninguna satisface los requisitos determinados en la jurisprudencia atrás transcrita.

En efecto, la primera no resuelve el fondo del asunto pues se limita a señalar elementos generales de la indemnización administrativa, sin pronunciarse sobre las cuestiones principales de la petición que no son otras que la priorización del caso y la información sobre la fecha aproximada en que se pagaría esa reparación. Y aunque en la segunda sí se resuelven esos aspectos, se dejó de acreditar que esa comunicación hubiese sido puesta en conocimiento de la demandante, ya que en la respectiva constancia de envío que se aportó, aparece remitida a la calle 5 No. 5-74 de Pereira, a pesar de que, como ya se indicó, la dirección suministrada en la solicitud para recibir notificaciones es en esa misma nomenclatura pero de la ciudad de Viterbo, Caldas, es decir que se remitió a lugar diferente.

En esa forma no puede considerarse satisfecho el derecho de petición de que es titular la actora, ya que luego de más de cinco meses aún no ha recibido respuesta de fondo a su petición.

Por tanto, se revocará el fallo de primera instancia que declaró la carencia actual de objeto, se concederá la tutela reclamada y se ordenará a la Dra. Claudia Juliana Melo Romero, Directora de Reparaciones de la UARIV, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, comunicar a la accionante la respuesta de fondo que profirió respecto de la solicitud elevada el 13 de septiembre de 2017.     
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, mayo once (11) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 157 del 11 de mayo de 2018

Expediente No. 66001-31-18-001-2017-00022-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la accionante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 22 de marzo último, en la acción de tutela que promovió la señora Flor de María Grajales Moncada contra la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV-, a la que fue vinculada la Directora de Reparaciones de esa entidad.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la accionante que el 13 de septiembre de 2017 elevó petición ante la entidad accionada, para, entre otras cosas,  obtener información sobre el trámite indemnizatorio adelantado y se atendiera su condición de persona de la tercera edad y su estado de salud para efecto de que fuera priorizado el pago de esa reparación. Sin embargo, la UARIV no resolvió de fondo la cuestión, ya que en la respuesta que brindó ninguna referencia se hizo sobre la priorización requerida.  
2. Considera lesionado su derecho de petición y para su protección, solicita se ordene: a) a la entidad accionada resolver de fondo el asunto, con indicación del estado actual en que se encuentra el trámite y las etapas establecidas para el reconocimiento de indemnizaciones administrativas y b) proferir, de considerarse procedente, un fallo ultra y extra petita en el que se analicen sus condiciones actuales y se acceda a la priorización de su caso.  
A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 12 de febrero se admitió la acción de amparo y se ordenó vincular a la Directora de Reparaciones de la UARIV.

2. La funcionaria vinculada se pronunció para manifestar que frente a la petición que formuló la actora para obtener el reconocimiento de la indemnización administrativa por los hechos de los cuales es víctima, se emitieron las comunicaciones 201772023648371 y 20187205218141, en esta última se le informó que su caso ya se encontraba con criterios de priorización y le suministró un turno de pago de conformidad con los principios de progresividad y disponibilidad presupuestal, tal como lo ordena la Ley 1448 de 2011 y el documento Conpes 3712 de 2011. Esas respuestas fueron debidamente notificadas a la actora mediante correo enviado a su dirección de residencia, razón por la cual se presenta una carencia actual de objeto por hecho superado.
Teniendo en cuenta que no es posible indemnizar a todas las víctimas en un mismo momento, debido a la cantidad de personas que reúnen esa condición, se adoptaron una serie de medidas para que ese reconocimiento se realice de forma gradual y progresiva, entre ellas, la de valorar cada caso teniendo en cuenta la naturaleza del hecho victimizante, el daño causado y el nivel de vulnerabilidad “en un enfoque diferencial que tenga en cuenta características especiales de cada núcleo familiar”. 
Solicita se niegue el amparo invocado, al haberse acreditado que con las gestiones adelantadas, se cumplieron los mandatos legales y constitucionales y se evitó la vulneración de los derechos de la actora. 
3. Se definió la primera instancia mediante fallo del 22 de marzo pasado en la que se decidió no conceder el amparo invocado, por la ocurrencia de un hecho superado.
Para decidir así, estimó que con la respuesta brindada por la entidad accionada, la cual fue enviada por correo certificado, mediante la que le informó “sobre la indemnización a que tiene derecho… y que su caso se encuentra de manera priorizada”, se resolvió de fondo la cuestión planteada.  
4. Inconforme con el fallo la accionante lo impugnó, sin sustentar las razones de su disenso.
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si se incurrió en lesión al derecho de petición, de que es titular la demandante y se definirá si se está frente a un hecho superado.

3. El derecho que se invoca está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante 

las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

5. Las pruebas allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

5.1 El 13 de septiembre de 2017, la accionante presentó ante la UARIV solicitud dirigida a obtener: a) se emitiera respuesta relacionada con el pago de la indemnización requerida, pues a pesar de que le manifiestan que se encuentra en lista de reparación, no ha recibido resolución alguna y b) se priorice su solicitud. En subsidio, se le informe la fecha probable en la que se resolverá su caso y el trámite requerido para que se realice el pago de la indemnización.

Como sustento de tales súplicas señaló que se encuentra incluida en el registro de víctimas y agotó todas las etapas establecidas por la UARIV para la entrega de la reparación, sin que a la fecha haya recibido respuesta de fondo alguno sobre su pago. Además, que es una persona de especial protección ya que cuenta con setenta y cuatro años de edad y se encuentra en delicado estado de salud.
Para efecto de notificaciones, la peticionaria suministró como  dirección de su residencia la calle 5 No.5-74 de Viterbo, Caldas
.

5.2 Mediante comunicación 2017772023648371 del 17 del citado mes, la Directora de Reparación de la UARIV le informó a la actora los requisitos necesarios para el reconocimiento de la reparación administrativa. De igual forma, que debido al déficit presupuestal y el número de personas a indemnizar, no es posible en este momento realizar el pago requerido
. 

No cabe duda que la anterior contestación fue puesta en conocimiento de la actora, pues, además de que así se desprende de los hechos de la demanda, fue aportada como anexo de la misma. 
5.3 Por oficio 20187205218141 del 20 de marzo último, suscrito por la citada funcionaria, se manifiesta que la accionante ya agotó el trámite de documentación “por lo que en el transcurso de la vigencia del año 2018, conforme al procedimiento que se establezca se le asignará un turno, el cual podrá materializarse como fecha límite en el año 2021”
. 

5.4 Se aportó copia de la planilla de envió de esa respuesta, dirigida a la dirección calle 5 No. 5-74 de Pereira
.
6. Surge de las anteriores pruebas que aunque la entidad accionada emitió dos respuestas a la solicitud elevada por la actora, ninguna satisface los requisitos determinados en la jurisprudencia atrás transcrita.

En efecto, la primera no resuelve el fondo del asunto pues se limita a señalar elementos generales de la indemnización administrativa, sin pronunciarse sobre las cuestiones principales de la petición que no son otras que la priorización del caso y la información sobre la fecha aproximada en que se pagaría esa reparación. Y aunque en la segunda sí se resuelven esos aspectos, se dejó de acreditar que esa comunicación hubiese sido puesta en conocimiento de la demandante, ya que en la respectiva constancia de envío que se aportó, aparece remitida a la calle 5 No. 5-74 de Pereira, a pesar de que, como ya se indicó, la dirección suministrada en la solicitud para recibir notificaciones es en esa misma nomenclatura pero de la ciudad de Viterbo, Caldas, es decir que se remitió a lugar diferente.
En esa forma no puede considerarse satisfecho el derecho de petición de que es titular la actora, ya que luego de más de cinco meses aún no ha recibido respuesta de fondo a su petición.

Por tanto, se revocará el fallo de primera instancia que declaró la carencia actual de objeto, se concederá la tutela reclamada y se ordenará a la Dra. Claudia Juliana Melo Romero, Directora de Reparaciones de la UARIV, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, comunicar a la accionante la respuesta de fondo que profirió respecto de la solicitud elevada el 13 de septiembre de 2017.     
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento local, el 22 de marzo pasado, en la acción de tutela que promovió la señora Flor de María Grajales Moncada contra la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV-.
SEGUNDO: CONCEDER la protección al derecho de petición de que es titular la accionante. En consecuencia se ordena a la Dra. Claudia Juliana Melo Romero, Directora de Reparaciones de la UARIV, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, comunicar a la accionante la respuesta de fondo que profirió en relación con la solicitud elevada el 13 de septiembre de 2017.

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE




DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.





� Folio 6 y 7 cuaderno No. 1


� Folios 16 a 18 cuaderno No. 1


� Folio 26 cuaderno No. 1





� Folio 27 cuaderno No. 1
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